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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
JUZGADO CUARENTA Y SIETE (47) ADMINISTRATIVO 

DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ  

SECCIÓN SEGUNDA 

 

 

Bogotá D.C., veinticuatro (24) de noviembre de dos mil veintiuno (2021)  

 

 

Clase de Proceso : ACCIÓN DE TUTELA 

 

Accionante : GERARDO GUILOMBO PERDOMO. 

 

Accionado : UNIDAD ADMINISTRATIVA PARA LA ATENCION Y 

REPARACION INTEGRAL A LAS VICTIMAS-UARIV-

. 

   

Radicación No. : 11001334204720210032700. 

 

Asunto  : Derecho de petición, mínimo vital e igualdad. 

 

 

Como toda la actuación de la referencia se ha efectuado conforme a las 

reglas adjetivas que le son propias, sin que se observe causal alguna que 

invalide lo actuado, es procedente proferir decisión de mérito, para lo cual 

el Juzgado Cuarenta y Siete (47) Administrativo del Circuito Judicial de 

Bogotá, en ejercicio legal de la Función Pública de administrar Justicia que 

le es propia, y con observancia plena al derecho aplicable, dicta la 

presente 

  

 

SENTENCIA 

 

1.- A N T E C E D E N T E S 

 

Con fundamento en el art. 86 de la C.P., el Decreto 2591 de 1991 y el Decreto 

333 de 2021, procede el Despacho a decidir en primera instancia, la acción 

de tutela, promovida por el señor GERARDO GUILOMBO PERDOMO, quien 

actúa en nombre propio, contra la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE 
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ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A LAS VICTIMAS, por presunta 

vulneración a sus derechos fundamentales de petición, mínimo vital e 

igualdad. 

 

1.1. HECHOS 

 

1. El señor GERARDO GUILOMBO PERDOMO, elevó petición el día 1° de 

octubre de 2021 radicado 2021-711-2272096-2, solicitando la fecha en 

la que será cancelado el porcentaje correspondiente a la reparación 

administrativa por el hecho victimizante de desplazamiento forzado, 

entrega de la carta cheque de acuerdo a su proceso y que 

documentos hacen falta para el otorgamiento del porcentaje de 

indemnización; lo anterior, allegando respuesta de la UARIV del mes 

de mayo de 2021, a través de la cual se informa en dicho mes se 

podría cobrar el valor de la indemnización, sin que en el banco repose 

el desembolso correspondiente. 

 

2. Sin respuesta al requerimiento anterior por parte de la entidad 

accionada, el señor Guilombo Perdomo, interpone acción de tutela 

para el amparo de sus derechos al mínimo vital, petición e igualdad. 

 

 

1.2. DERECHOS FUNDAMENTALES PRESUNTAMENTE VULNERADOS 

 

EL accionante sostiene que con el actuar de la entidad accionada, se le ha 

vulnerado su derecho fundamental de petición, mínimo vital e igualdad. 

 

  II. ACTUACIÓN PROCESAL   

 

Como la solicitud reunió los requisitos de ley, se le dio curso a través del auto 

admisorio del 11 de noviembre de 2021, se notificó su iniciación a la DIRECTOR 

(a) DE LA UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE ATENCIÓN Y REPARACIÓN 

INTEGRAL A LAS VICTIMAS, para que informara a este Despacho sobre los 

hechos expuestos en la acción de tutela respecto de los derechos 

deprecados y del derecho de petición radicado por el accionante.   
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III. CONTESTACIÓN DE LA ACCIÓN DE TUTELA  

 

El 16 de noviembre de 2021 el Representante Judicial de la Unidad 

Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, 

presentó informe de tutela indicando que una vez verificado el Registro 

Único de Víctimas – RUV –, se encuentra acreditado su estado de inclusión 

por el hecho victimizante de Desplazamiento Forzado, bajo el marco 

normativo de la Ley 387 de 1997, Rad. 933773, ruta priorizada. 

 

En cuánto a la solicitud efectuada por el actor, esta fue absuelta por la UARIV 

mediante comunicación del 12 de noviembre de 2021 bajo el consecutivo 

202172035962951, informándose que la medida de indemnización 

administrativa por el hecho victimizante de Desplazamiento Forzado, con 

radicado 2392426, fue puesta a disposición del accionante en el Banco 

Agrario a partir del 29 de octubre de 2021. 

 

Dicho emolumento puede ser cobrado hasta el día 29 de enero de 2022, ya 

que en virtud de la declaración de emergencia económica todos los 

procesos bancarios fueron prorrogados por 30 días más, así las cosas, ahora 

se tienen 90 días para el cobro de la indemnización administrativa. 

 

En virtud de lo anterior, se solicita declarar hecho superado por cuanto los 

argumentos y las pruebas aportados en este memorial ponen en evidencia 

la debida diligencia de la Unidad para las Víctimas en aras de proteger los 

derechos fundamentales del tutelante. 

 

IV. CONSIDERACIONES  

 

La acción de tutela, considerada como una de las grandes innovaciones 

del Constituyente de 1991, con la cual se pretendió salvaguardar en una 

forma efectiva, eficiente y oportuna los derechos fundamentales, pues se 

trata de un mecanismo expedito que permite la protección inmediata de 

aquellos.  
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Este mecanismo, de origen netamente constitucional ha sido propuesto 

como un elemento procesal complementario, específico y directo cuyo 

objeto es la protección concreta e inmediata de los derechos 

constitucionales fundamentales, cuando éstos sean violados o se presente 

amenaza de su violación, sin que se pueda plantear en esos estrados 

discusión jurídica sobre el derecho mismo.  

 

De esta manera el art. 86 de la C.P. lo consagró en los siguientes términos:  

 
“ARTICULO 86. Toda persona tendrá acción de tutela para reclamar ante los 

jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por 

sí misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos 

constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o 

amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública. 

La protección consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se 

solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo. El fallo, que será de inmediato 

cumplimiento, podrá impugnarse ante el juez competente y, en todo caso, éste lo 

remitirá a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 

Esta acción solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de 

defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar 

un perjuicio irremediable. 

En ningún caso podrán transcurrir más de diez días entre la solicitud de tutela y 

su resolución. 

La ley establecerá los casos en los que la acción de tutela procede contra 

particulares encargados de la prestación de un servicio público o cuya conducta afecte 

grave y directamente el interés colectivo, o respecto de quienes el solicitante se halle 

en estado de subordinación o indefensión”. 

 

La mentada disposición constitucional fue desarrollada por el Decreto 2591 

de 1991, en la que se dispuso además de los principios que la regían, su 

objeto y el procedimiento que ha de seguirse en los estrados judiciales.  

 

Ha de advertirse que tanto en la norma constitucional como en la 

reglamentaria, el ejercicio de la citada acción está supeditado a la 

presentación ante el Juez Constitucional de una situación concreta y 

específica de violación o amenaza de vulneración, de los derechos 

fundamentales, cuya autoría debe ser atribuida a cualquier autoridad 

pública, o en ciertos eventos definidos por la ley a sujetos particulares; 

además, el sujeto que invoca la protección debe carecer de otro medio de 

defensa judicial para proteger los derechos cuya tutela pretende, pues de 

existir estos la tutela es improcedente, excepto cuando se use como 

mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, al no ser 

suficientes los mecanismos ordinarios para lograr la protección reclamada. 
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4.1. PROBLEMA JURÍDICO  

 

El problema jurídico se contrae a determinar si la UNIDAD ADMINISTRATIVA 

ESPECIAL DE ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A LAS VICTIMAS, ha 

vulnerado el derecho de petición, debido proceso e igualdad del señor 

GERARDO GUILOMBO PERDOMO, al no dar respuesta al requerimiento 

efectuado el 1° de octubre de 2021, radicado 2021-711-2272096, a través de 

la cual solicitó fecha cierta del pago correspondiente a la indemnización 

administrativa. 

 

4.2. DESARROLLO DEL PROBLEMA JURÍDICO 

 

Para resolver el problema jurídico planteado, el Despacho considera que se 

hace necesario estudiar la normativa aplicable al caso y la jurisprudencia de 

la Corte Constitucional en lo que atañe al derecho de petición. 

 

4.2.1. El derecho de petición  

 

El art. 23 de la Constitución Política consagra el derecho de toda persona a 

presentar peticiones respetuosas ante las autoridades por motivos de interés 

general o particular, por lo tanto, es un derecho fundamental del cual 

procede la acción de tutela. 

 

La ley 1755 del 30 de junio de 2015, reguló el derecho fundamental de 

petición y sustituyó el título II del CPACA, y en su artículo 13 indica que toda 

actuación de una persona ante autoridad indica el ejercicio del derecho 

de petición del art. 23 de la Constitución Política, sin que sea necesario 

invocarlo. Las personas pueden pasar varias solicitudes como son: 

 

- Reconocimiento de un derecho. 

- Intervención de una entidad o funcionario. 

- Resolución de una situación jurídica. 

- Prestación de un servicio. 

- Requerir información. 

- Consultar. 
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- Examinar y requerir copias de documentos. 

- Formular consultas, quejas, denuncias y reclamos e interponer 

recursos.  

 

Otro punto importante que contempla dicha ley es que el término para 

resolver el derecho de petición es de 15 días después de la recepción de 

dicha solicitud. Ahora bien cuando lo que se solicita son documentos o 

información se deberán resolver dentro de los 10 días siguientes a su 

recepción y si no se le da respuesta al peticionario se entenderá que la 

solicitud ha sido aceptada y por ende las copias se entregarán dentro de 

los 3 días siguientes. Por su parte las peticiones donde se eleve consulta 

deberán resolverse dentro de los 30 días siguientes a su recepción. El artículo 

20 de la ley 1755 prevé sobre la atención prioritaria a las peticiones de 

reconocimiento de un derecho fundamental cuando deban ser resueltas 

para evitar un perjuicio irremediable al peticionario.  

 

El Derecho de petición adquiere real importancia en un Estado Social de 

Derecho como el nuestro, por cuanto es considerado como uno de los 

instrumentos fundamentales con que cuenta el Estado, para hacer efectiva 

la Democracia participativa, pues con fundamento en este los ciudadanos 

pueden acudir ante las autoridades públicas con el fin de informarse y hacer 

efectivos los demás derechos fundamentales.  

 

4.2.2. Jurisprudencia de la Corte Constitucional  

 

La Honorable Corte Constitucional ha expresado en múltiples oportunidades 

que gracias al ejercicio del derecho de petición los ciudadanos pueden 

ejercer otros derechos fundamentales, como son el derecho a la 

información, la libertad de expresión, la participación política, entre otros.  

 

De acuerdo con la definición que trae el art. 23 superior, puede decirse que 

el núcleo esencial de este derecho reside en la obtención de una “resolución 

pronta y oportuna de la cuestión planteada por el administrado, pues de nada serviría la 

posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de 

lo decidido”1.  

 
1
 Corte Constitucional, sentencia T-377/2000. 
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En concordancia con lo anterior, se hace necesario advertir que no puede 

ser cualquier comunicación devuelta al peticionario, con la cual se 

considere satisfecho su derecho de petición: pues se habla de una 

verdadera respuesta, que si bien no tiene que ser siempre favorable a las 

pretensiones del peticionario, sí debe cumplir con los requisitos de ser 

oportuna, resolver de fondo lo solicitado de manera clara, precisa y 

congruente, además de ser puesta en conocimiento del peticionario. 

 

El ejercicio del derecho de petición, al ostentar un rango fundamental, 

habilita en el supuesto de su vulneración, la procedibilidad de la acción de 

tutela, pues como se dejó advertido éste es un mecanismo especial de 

rango superior previsto precisamente, para la protección de los derechos 

constitucionales fundamentales de las personas, cuando se encuentran 

amenazados o han sido conculcados por una autoridad pública o por los 

particulares. 

 

4.2.3 Del derecho de petición y su protección frente a la población 

desplazada. 

 

La Ley 387 de 1997, define al desplazado como "toda persona que se ha visto 

forzada a migrar dentro del territorio nacional abandonando su localidad de residencia o 

actividades económicas habituales, porque su vida, su integridad física, su seguridad o 

libertad personales han sido vulneradas o se encuentran directamente amenazadas, con 

ocasión de cualquiera de las siguientes situaciones: Conflicto armado interno, disturbios y 

tensiones interiores, violencia generalizada, violaciones masivas de los Derechos Humanos, 

infracciones al Derecho Internacional Humanitario u otras circunstancias emanadas de las 

situaciones anteriores que puedan alterar o alteren drásticamente el orden público". En 

virtud del anterior concepto, los integrantes de la población desplazada son 

personas de especial protección constitucional, que se encuentran en 

estado de debilidad manifiesta, al verse sometido a condiciones de 

vulnerabilidad, empobrecimiento y deterioro de las condiciones de vida y, 

por ende, respecto de sus derechos es la acción de tutela el mecanismo 

judicial idóneo y efectivo. 
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En la medida que el desplazamiento forzado pone a sus víctimas en una 

situación de vulnerabilidad manifiesta, y desconoce de manera grave y 

sistemática sus derechos fundamentales, quienes hacen parte de la 

población desplazada son sujetos de especial protección constitucional. 

Esto implica para el Estado la obligación de brindarles una atención 

prioritaria, lo cual se traduce, entre otras cosas, en la adopción de medidas 

judiciales que frenen de manera inmediata la vulneración de sus derechos. 

 

En el caso específico de las personas víctimas del desplazamiento forzado 

la Corte Constitucional2 ha señalado que: 

 

“La protección reforzada en materia de derecho de petición es claramente 

exigible, más aún de las autoridades encargadas de la superación del ‘estado 

de cosas inconstitucional’ que ha generado dicho fenómeno, en la medida que 

se trata de personas que se encuentran en una situación de violación múltiple, 

masiva y continua de sus derechos fundamentales. En esa protección 

reforzada, el manejo de la información, su registro y control resultan de vital 

importancia, pues las autoridades competentes deben tener pleno 

conocimiento de las solicitudes recibidas, su estado, trámite y respuesta, así 

como de su comunicación efectiva al desplazado, de manera tal que puedan 

garantizar el respeto del derecho fundamental de petición de las personas que 

se encuentran en esa situación”. 

 

Adicionalmente, la Corte Constitucional ha sostenido de forma reiterada, 

que debido al particular estado de vulnerabilidad en que se encuentra la 

población desplazada, la acción de tutela es el mecanismo judicial idóneo 

para garantizar el goce efectivo de sus derechos fundamentales, cuando 

se vean vulnerados o amenazados3, al menos por las siguientes razones: 

 

i. Aunque existen otros medios de defensa judicial ante la jurisdicción 

ordinaria que garantizan la protección de los derechos de este grupo 

de personas, éstos no son idóneos, ni eficaces debido a la situación 

de gravedad extrema y urgencia en la que se encuentran.  

ii. No es viable exigir el previo agotamiento de los recursos ordinarios 

como requisito de procedibilidad de la acción, pues, debido a la 

necesidad de un amparo inmediato, no es posible imponer cargas 

adicionales a la población desplazada. 

iii. Por ser sujetos de especial protección, dada su condición particular 

de desamparo, vulnerabilidad e indefensión. 

 
2
 Sentencia C- 542 de 2005. 

3
 Ver sentencias T-517 de 2014; T-890 de 2011, entre otras. 
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4.2.4 Derecho al mínimo vital. 

 

El mínimo vital constituye un presupuesto básico para el efectivo goce y 

ejercicio de la totalidad de los derechos fundamentales, en tanto 

salvaguarda de las condiciones básicas de subsistencia del individuo, de 

acuerdo con lo anterior, la salvaguarda del derecho al mínimo vital se 

materializa en la satisfacción de las necesidades básicas del individuo, para 

el desarrollo de su proyecto de vida.  

 

Es en ese sentido que la Honorable Corte Constitucional ha señalado que 

“derecho al mínimo vital adopta una visión de la justicia constitucional en la que el individuo 

tiene derecho a percibir un mínimo básico e indispensable para desarrollar su proyecto de 

vida (…)” 

 

La Corte Constitucional ha señalado que el Estado Social de Derecho exige 

esforzarse en la construcción de las condiciones indispensables para 

asegurar a todos los habitantes del país una vida digna dentro de las 

posibilidades económicas que estén a su alcance. 

 

Este derecho ha sido reconocido desde 1992 en forma reiterada por la 

jurisprudencia de esta Corte4. Primero se reconoció como derecho 

fundamental innominado, como parte de una interpretación sistemática de 

la Constitución, luego se le concibió como un elemento de los derechos 

sociales prestacionales. 

 

Posteriormente, se señaló que es un derecho fundamental ligado a la 

dignidad humana, “la idea de un mínimo de condiciones decorosas de vida (…), no va 

ligada sólo con una valoración numérica de las necesidades biológicas (…) para subsistir, 

sino con la apreciación material del valor de su trabajo, de las circunstancias propias de 

cada individuo, y del respeto por sus particulares condiciones de vida5” 

 

 
4
 Corte Constitucional, Sentencias SU-022 de 1998; SU-1354 de 2000; SU-1023 de 2001; SU-434 de 2008; 

SU-131 de 2013; SU-415 de 2015; SU-428 de 2016; SU-133 de 2017. 
5
 Corte Constitucional, Sentencia SU-995 de 1999 
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En cuanto a los requisitos para su reconocimiento, la Corte Constitucional6 

ha establecido lo siguiente: 

 

 (…) 

Al existir diferentes mínimos vitales, es una consecuencia lógica que haya distintas cargas 

soportables para cada persona. Para determinar esto, es necesario indicar que entre mayor 

sea el ingreso de una persona, mayor es la carga que puede soportar y, por ende, la 

capacidad de sobrellevar con mayor ahínco una variación en el caudal pecuniario que 

reciba. Por esta razón, esta Corporación ha determinado que los requisitos que deben 

comprobarse para acreditar la vulneración del mínimo vital, “se resumen en que (i) el 

salario o mesada sea el ingreso exclusivo del trabajador o pensionado o existiendo ingresos 

adicionales sean insuficientes para la cobertura de sus necesidad (sic) básicas y que (ii) la 

falta de pago de la prestación genere para el afectado una situación crítica tanto a nivel 

económico como psicológico, derivada de un hecho injustificado, inminente y 

grave (Subraya fuera del original). 

 

Analizado lo anterior, para establecer si frente a un determinado caso se ha 

visto vulnerado el derecho fundamental al mínimo vital, el juez constitucional 

deberá verificar cuáles son aquellas necesidades básicas o gastos mínimos 

elementales en cabeza del individuo, indispensables para garantizar la 

salvaguarda de su derecho fundamental a la vida digna, y evaluar si la 

persona está en capacidad de satisfacerlos por sí mismo, o por medio de 

sus familiares, situación que debe encontrarse plenamente acreditada por 

quién solicita el amparo de este derecho fundamental. 

 

4.2.5 El derecho a la Igualdad. 

 

La igualdad como derecho, valor y principio transversal a la Constitución de 

1991, reconoce que todas las personas nacen libres e iguales ante la ley y 

les garantiza la misma protección y trato de las autoridades, así como la 

posibilidad de gozar de los mismos derechos, libertades y oportunidades sin 

discriminación. 

 

El derecho a la igualdad está consagrado en el artículo 13 superior, en los 

siguientes términos: 

  

“Todas las personas nacen libres e iguales ante la ley, recibirán la misma protección y 

trato de las autoridades y gozarán de los mismos derechos, libertades y oportunidades 

sin ninguna discriminación por razones de sexo, raza, origen nacional o familiar, 

lengua, religión, opinión política o filosófica. 

 
6
 Ver sentencia de tutela T-378 de 2012. 
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El Estado promoverá las condiciones para que la igualdad sea real y efectiva y 

adoptará medidas en favor de grupos discriminados o marginados. 

  

El Estado protegerá especialmente a aquellas personas que por su condición 

económica, física o mental, se encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta y 

sancionará los abusos o maltratos que contra ellas se cometan.” 

 

A su vez, la igualdad impone, a partir del artículo 13 Superior, tres 

obligaciones precisas: La primera, establecida en el inciso segundo, se 

refiere a la promoción de la igualdad material, mediante la adopción de 

medidas en favor de grupos marginados o discriminados. La segunda, en 

virtud del inciso tercero, impone la especial protección a las personas que 

se encuentren en una situación de debilidad manifiesta “por su condición 

económica, física o mental”. La tercera, que también se desprende del inciso 

tercero, es la de sanción a los abusos o maltratos en contra de personas en 

situación de debilidad manifiesta. Las dos primeras obligaciones tienen el 

objetivo de balancear una situación de desventaja, garantizar el goce 

efectivo de los derechos fundamentales, y avanzar en la construcción de 

una sociedad más igualitaria. 

 

A partir de la cláusula de igualdad también surge la prohibición de 

discriminación, es decir, el trato diferente y perjudicial que se da a una 

persona con fundamento en categorías como la raza, el sexo, el género, las 

ideas políticas o la religión, entre otras.  

 

Ahora bien, la Corte Constitucional7 ha expresado que el examen de validez 

constitucional de un trato diferenciado entre dos sujetos o situaciones 

(tertium comparationis), consiste en determinar si el criterio de distinción 

utilizado por la autoridad pública o el particular fue usado con estricta 

observancia del principio de igualdad (artículo 13 C.P), a través de un juicio 

simple compuesto por distintos niveles de intensidad (débil, intermedio o 

estricto) que permiten el escrutinio constitucional de la medida. En otras 

palabras, se trata de una escala de intensidades que permiten la 

verificación de la aplicación del principio de igualdad, en una determinada 

actuación pública o privada8. 

 
7
Ver Sentencia de Tutela H. Corte Constitucional T-030 de 2017. 

8
 Sentencia C-093 de 2001 M.P. Alejandro Martínez Caballero. 
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El test de igualdad es débil: cuando el examen de constitucionalidad tiene 

como finalidad establecer si el trato diferente que se enjuicia, creó una 

medida potencialmente adecuada para alcanzar un propósito que no esté 

prohibido por el ordenamiento. Como resultado de lo anterior, la intensidad 

leve del test requiere: i) que la medida persiga un objetivo legítimo; ii) el trato 

debe ser potencialmente adecuado; y iii) no debe estar prohibido por la 

Constitución.  

  

Se debe aplicar un test intermedio de igualdad cuando: i) la medida puede 

afectar el goce de un derecho constitucional no fundamental; o ii) cuando 

existe un indicio de arbitrariedad que se refleja en la afectación grave de la 

libre competencia9. En estos eventos, el análisis del acto jurídico es más 

exigente que el estudio realizado en el nivel leve, puesto que requiere 

acreditar que: i) el fin no solo sea legítimo, sino que también sea 

constitucionalmente importante, adicionalmente, ii) debe demostrarse que 

el medio no solo sea adecuado, sino efectivamente conducente para 

alcanzar el fin buscado con la norma u actuación objeto de control 

constitucional. 

  

Finalmente, el test estricto de igualdad: surge cuando las clasificaciones 

efectuadas se fundan en criterios “potencialmente discriminatorios”, como 

son la raza o el origen familiar, entre otros (artículo 13 C.P.), desconocen 

mandatos específicos de igualdad consagrados por la Carta (artículos 19, 

42, 43 y 53 C.P.), restringen derechos a ciertos grupos de la población o 

afectan de manera desfavorable a minorías o grupos sociales que se 

encuentran en condiciones de debilidad manifiesta (artículos 7º y 13 C.P.) 

  

En este escenario, el análisis del acto jurídico objeto de censura por 

desconocimiento del principio de igualdad debe abarcar los siguientes 

elementos: i) la medida utilizada debe perseguir ya no solo un objetivo no 

prohibido, sino que debe buscar la realización de un fin constitucionalmente 

 
9
 Sentencia C-673 de 2001 M.P. Manuel José Cepeda Espinosa. 
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imperioso; y ii) el medio utilizado debe ser necesario, es decir no basta con 

que sea potencialmente adecuado, sino que debe ser idóneo. 

 

Este Test es de aplicación excepcional, pues se limita a aquellas situaciones 

que están relacionadas con materias como son: i) las prohibiciones no 

taxativas contenidas en inciso 1º del artículo 13 de la Constitución; ii) 

medidas normativas sobre personas en condiciones de debilidad manifiesta, 

grupos marginados o discriminados, sectores sin acceso efectivo a la toma 

de decisiones o minorías insulares o discretas; iii) medidas diferenciales entre 

personas o grupos que prima facie, afectan gravemente el goce de un 

derecho fundamental; o iv) cuando se examina una medida que crea un 

privilegio para un grupo social y excluye a otros en términos del ejercicio de 

derechos fundamentales.  

 

4.3. HECHOS PROBADOS  

 

Se encuentran demostrados en el proceso con los medios de prueba 

documentales aportados al plenario, los siguientes10:  

 

− Derecho de petición elevado por el accionante ante la UARIV el 1° 

de octubre de 2021, consecutivo 2021-711-2272096-2. 

 

− Captura de pantalla del 12 de noviembre de 2021, constancia de 

envío oficio 202172035962951 al correo 

informacionjudicial09@gmail.com , por parte del Grupo de Respuesta 

Judicial de la UARIV. 

 

− Memorando radicado 20216020076323 del 12 de noviembre de 2021, 

a través del cual se hace constar el envío de la respuesta 

202172035962951 por correo electrónico al demandante 001-25692. 

 

− Oficio 202172035962951 del 12 de noviembre de 2021 según el cual el 

Director Técnico de Reparaciones de la UARIV pone en conocimiento 

 
10

 Ver expediente digital anexo “Demanda” y “contestación”. 

mailto:informacionjudicial09@gmail.com
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al accionante sobre la disposición de los recursos en el Banco Agrario 

por concepto de indemnización administrativa hasta el día 29 de 

enero de 2022. 

 

4.4. CASO CONCRETO 

 

El señor GERARDO GUILOMBO PERDOMO, considera vulnerados sus 

derechos fundamentales de petición, debido proceso e igualdad por parte 

de la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE ATENCIÓN Y REPARACIÓN 

INTEGRAL A LAS VICTIMAS, por cuanto ha omitido dar respuesta al 

requerimiento elevado el 1° de octubre de 2021, radicado 2021-711-

2272096-2, por medio del cual solicitó fecha cierta del pago de la 

indemnización administrativa reconocida por la entidad; o en su defecto 

documentos que hagan falta para la procedencia de la indemnización y 

actualización de RUV. 

 

De las circunstancias fácticas anotadas y demás pruebas obrantes en el 

curso de esta acción, el Despacho advierte que el tutelante desea conocer 

la fecha exacta del pago de la indemnización administrativa, teniendo en 

cuenta que la UARIV informó que dicho emolumento podría ser cobrado a 

partir de mayo de 2021, sin que a la fecha de la petición elevada por el 

actor ante la entidad tutelada el Banco Agrario reportara desembolso 

alguno a su favor. 

 

Ahora bien, de otro lado la UARIV a través del informe radicado el día 16 de 

noviembre de 2021, acredita haber dado respuesta a lo solicitado por el 

accionante el día 12 de noviembre de 2021 mediante oficio 

202172035962951 remitido vía electrónica al accionante al correo 

informacionjudicial09@gmail.com.  

 

En cuanto al contenido de fondo de la respuesta suministrada por la 

entidad, esta es clara, precisa y congruente con lo requerido por el tutelante 

ya que se indica que los dineros correspondientes a la indemnización 

administrativa por el hecho victimizante, desplazamiento forzado, 

declarado bajo el marco normativo de la ley 387 de 1997, con radicado No. 

mailto:informacionjudicial09@gmail.com
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933773, se encuentran disponibles para cobro en el Banco Agrario de 

Colombia a partir del 29 de octubre de 2021 y hasta el día 29 de enero de 

2022. 

 

Así las cosas, se hacen unas recomendaciones de seguridad y se invita al 

accionante a realizar el cobro de los emolumentos correspondientes en 

dicha entidad financiera, en atención a la prórroga de todos los procesos 

bancarios con fundamento en la emergencia económica derivada del virus 

COVID-19. 

 

De otra parte, advierte el Despacho que a pesar de que la UARIV da una 

repuesta de fondo a través de oficio  202172035962951 del 12 de noviembre 

2021, esta es posterior al término legal de 15 días para resolver la petición 

contenido en el artículo 14 de la ley 1755 de 2015, pues a partir de su 

radicación, 1° de octubre de 2021, la entidad administrativa contaba hasta 

el 15 de octubre de 2021 para resolver de fondo la solicitud; sin embargo, 

atendiendo lo señalado en la constitución, la ley y la jurisprudencia de la H. 

Corte Constitucional, la acción de tutela constituye un mecanismo de 

protección especial de derechos fundamentales y de aquellos que por 

conexidad exijan su amparo contra las actuaciones de la administración o 

de los particulares, observándose de los elementos de juicio aquí aportados 

que ya no existe vulneración o amenaza que pueda afectar los derechos 

fundamentales de la persona que invoca la protección debido a que la 

situación que propiciaba la amenaza o vulneración desapareció o fue 

superada; por lo anterior, la acción de tutela resulta inocua como quiera que 

el juez de tutela no podrá emitir una decisión protectora de derechos al no 

observar vulneración  alguna. 

 

En síntesis y en observancia al material probatorio allegado al expediente, 

el Despacho encuentra probado que en el caso bajo estudio se configura 

el fenómeno de carencia actual de objeto por hecho superado, frente al 

derecho fundamental de petición y mínimo vital como quiera que aunque 

durante un lapso la tutelante vio afectados sus derechos constitucionales 

por la omisión de la administración de dar respuesta, esto fue superado con 
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la contestación dada por la UARIV en el trámite procesal dado a la presente 

acción constitucional, por lo cual, tal vulneración ha cesado. 

 

En atención a la solicitud de amparo frente al derecho fundamental de 

igualdad incoado dentro de la presente acción, esta Sede Judicial 

evidencia que con la acción de tutela no se acompañó prueba siquiera 

sumaria que permita establecer el trato diferencial o irrespeto a las garantías 

procesales dado al tutelante que obligue al operador judicial a activar esta 

acción como amparo constitucional efectivo de los derechos 

fundamentales reclamados. 

 

Finalmente, habrá que declararse carencia actual de objeto por hecho 

superado frente al derecho de petición, no sin antes advertirle a la entidad 

accionada el deber de prontitud que tiene frente a las solicitudes elevadas 

por la población desplazada. 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado 47 Administrativo del Circuito Judicial 

de Bogotá, Sección Segunda, administrando justicia en nombre de la 

República de Colombia y por autoridad de la Ley,  

 

F A L L A 

 

PRIMERO: DECLARAR la carencia actual de objeto por hecho superado en lo 

que concierne al derecho de petición y mínimo vital frente a la acción de 

tutela presentada por el señor GERARDO GUILOMBO PERDOMO identificado 

con cédula de ciudadanía 4.939.955 contra la UNIDAD ADMINISTRATIVA 

ESPECIAL DE ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A LAS VICTIMAS -UARIV-, 

por las razones expuestas en la parte motiva de este fallo.  

 

SEGUNDO: DENEGAR la protección del derecho fundamental de igualdad 

conforme se ha expuesto en la parte motiva de la presente providencia. 

 

TERCERO: NOTIFICAR a la entidad accionada, al accionante y al Defensor 

del Pueblo por el medio más expedito, de conformidad con lo previsto en el 

artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. 
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CUARTO: Si no fuere impugnada la presente decisión judicial, REMITIR el 

expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,  

 

 

CARLOS ENRIQUE PALACIOS ÁLVAREZ 

JUEZ 
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